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TRIBUNAL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Registro Num.: 2247/89

CONSTITUCIONAL SALA PRIMERA
Seccién Primera ASUNTO: Recurso de amparo pro-
movido por ENTREPRISE GENERAL
i Excmos. Sres.: DE CHAUFFAGE INDUSTRIELLE
PILIARD, S.A., representada por
D. Francisco Tomds y el Procurador don Antonio
Valiente drés Garcia Arribas.

D. Fernando Garcia-Mon y ,
Gonzalez-Regueral SOBRE: Auto del Juzgado de

D. Jesis Leguina Villa mera Instancia num. 1 de Mafrid
de 10 de octubre de 1989.

La Seccidén, en el asunto de referencia, ha adorda-
do dictar el siguiente

AUTO

I.- ANTECEDENTES

1.~ Don Antonio Andrés Garcia Arribas, en nombre y
representacién de la compafiia ENTREPRISE GENERAL DE CHAUFFAGE
INDUSTRIELLE PILLARD, S.A. (PILLARD en adelante), por escrito
que tuvo entrada en este Tribunal el 15 de noviembre de 1989,

UNE A-4

interpone recurso de amparo contra el Auto del Juzgado de
Primera Instancia n¢ 1 de Madrid de 10 de octubre de 1989.
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La solicitud de amparo se basa en los siguientes

TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL hechos. En su dia, y ante el Juzgado de Primera Instancia n®
1 de Madrid, se inicié expediente de suspensién de pagos de
la COMPANIA ESPANOLA DE NOVEDADES INDUSTRIALES Y TECNICAS
S.A. (CENIT). El1 7 de septiembre de 1989 la entidad demandan-
te se personé en el citado expediente. En ese misma fecha se
entregaron en mano sendas cartas a los interventores de 1la
suspensién de pagos, entregas reiteradas dias después por

rreo certificado con acuse de recibo y por conducto notari
en estas cartas, por un lado, se manifestaba la discrepan
sobre la cuantia del crédito reconocido por la Comisidn

terventora y, por otra, se requeria a ésta para que pusier
disposicién de la hoy actora determinada documentacidén co
fin de poder solicitar de la autoridad judicial el aum
del crédito, segun lo dispuesto por el ultimo parrafo
art. 11 de la Ley de Suspensién de Pagos (LSP).

Cinco dias después de la entrega originarig de
cartas, y sin haber recibido respuesta alguna, se tuvo no-
cimiento de que se habia hecho sefialamiento de la Junta Gene-
ral de Acreedores de la suspensa; por ello se dirigid es—
crito al Juzgado conocedor del expediente impugnando la ¢ele-
bracién de la citada Junta por falta de la preceptiva cita-

cién a la actora de amparo, y solicitando, asimismo, que se
tuviera por instado el aumento del crédito reconocido. Varios
dias después, y ante el silencio del érgano judicial, se pre-
senté un nuevo escrito en el que se denunciaba la incorrecta
convocatoria de la Junta y se solicitaba la declaracién de
nulidad de actuaciones; el 3 de octubre se presentd nuevo es-
crito referido a las circunstancias de la incorrecta notifi-

- cacién.

-t

4 El Juzgado de Primera Instancia n? 1 de Madrid
=4 dicté el Auto ahora impugnado el 10 de octubre de 1989 en el
E que, entre otros extremos, se declara la inexistencia de
<

indefensién desestimando la solicitud realizada de aumento
del crédito.
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La demanda fundamenta su solicitud de amparo en la
vulneracién del art. 24 de la Constitucidén. Dos son las cues-
tiones planteadas ante el Juzgado de Primera Instancia: nuli-
dad de actuaciones por incorrecta notificacién de la fecha de
celebracién de la Junta General de Accionistas y aumento del
crédito.

a).- El primer problema, tal y como sefnala el Auto
recurrido, ha quedado resuelto por cuanto en su dia se acor
la no celebracién de la Junta y que se prosiguiera la susp
sidén a través del procedimiento escrito. En todo caso,
Auto reconoce que las citaciones se realizaron de manera
correcta, lo que, si no ha causado lesién alguna directa por
la circunstancia del cambio de procedimiento, si tiene repgr-

cusiones sobre el otro motivo.

b).~ La negativa al reconocimiento del aumento|de
crédito se basa en el Auto en dos argumentos: extemporaneiglad
de la peticién y falta de justificacién de su derechos.

Sin embargo, ambos argumentos quiebran. Por lo fjue
respecta a la extemporaneidad, el art. 11 de la LSP prevé| la
posibilidad de impugnar los créditos incluidos en la relacién

elaborada por los interventores hasta los quince dias antes
de la fecha sefialada para la celebracién de la Junta General.
La resolucidén recurrida y la propia intervencién judicial han
reconocido que las notificaciones realizadas fueron incorrec-
tas por dirigirse a un apartado de correos que nada tenia que
ver con la entidad acreedora, hoy actora de amparo. A partir
de este dato resulta claro que no puede determinarse la
extemporaneidad de la oposicién ya que el dies a quo para
computar el plazo del art. 11 de la LSP no puede tenerse por
vdlido. En consecuencia, no ha habido negligencia o pasividad
de la actora sino solamente de quien no controlé la correc-
cidén de las notificaciones.
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Pero, ademas, el Juzgado ha entendido
acertadamente que el plazo previsto por el art. 11 de la LSP
es de dias naturales. Siendo asi, no se explica, salvo que
exista un mero error material, que se considere extemporanea
la peticién. Los quince dias naturales anteriores al 29 de
octubre son los que van del 14 al 28; puesto que el primer
escrito se presenté el dia 12, dicho escrito estaba dentro de
plazo. Ademds, ya el dia 7 se habia anunciado el propdsit

impugnatorio y se habia reclamado la informacién precisa.

La segunda motivacién dada por el Auto recurri
para denegar su peticién de aumento del crédito ha sido el
haberlo justificado documentalmente. Ello es cierto; aho
bien, esa falta de justificacién fue solamente imputable
hecho de no poder contar con la informacidén que deben facil
tar los interventores por mandato del art. 11 de la LSP en
dltimo parrafo. Dicha informacidén se solicité, y ante la
sividad de quien tenia que facilitarla, se acudié ante el
gano judicial, que debié de ordenar que se pudiera accede
la informacién requerida para facilitar la justificacién
la solicitud del aumento del crédito. Y lo cierto es que
prueba documental, uUnica admitida por el legislador en
procedimiento de suspensién de pagos, sdélo podia realiza
mediante la consulta de materiales que habian de aportar los
interventores. Cerrado el camino a la informacidén, se causd
la indefensién puesto que no podia justificarse
documentalmente la peticién, tal y como exige el art. 11 de
la LsSP.

Este dafio, en todo caso es irreparable puesto que,
por un lado, ya no es posible el reconocimiento del derecho
en el procedimiento de suspensién de pagos; y por otra, aun-
que puede volverse a ejercitar el derecho en un juicio plena-
rio, la denegacién de informacién obligaria a la hoy actora a
ir a ciegas, sin poder fijar exactamente el importe del nuevo
crédito, con las consecuencias desfavorables que ello puede
traer consigo.
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Por todo lo anterior, concluye la demanda solici-

TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL tando que se anule el Auto impugnado, reconociendo el derecho

de la actora a la tutela judicial efectiva, y declarando el
derecho a que la Comisién Interventora facilite los datos so-
licitados para poder ejercitar posteriormente, si procede, el
derecho de impugnacidén previsto por el art. 11 de la LSP.

Por otrosi se interesa la suspensién de la ejec
cién del Auto recurrido ya que en otro caso se haria perd
al amparo su finalidad.

2.- La Seccidén Primera (Sala Primera) de este Tri
bunal, por providencia de 11 de diciembre de 1989, tuvo p
interpuesto el presente recurso de amparo y, a tenor de
establecido por el art. 50.3 de la Ley Organica del Trib
Constitucional (LOTC), concedié un plazo de diez dias al Mi-
nisterio Fiscal y al recurrente de amparo para gue alegapan
lo que estimaran conveniente en torno a la posible concurrgn-
cia de las siguientes causas de inadmisidén: no haberse agota-
do todos los recursos utilizables dentro de la via judicjal
(art. 44.1.a de la LOTC) y carecer la demanda de contenjido

constitucional (art. 50.1.c de la LOTC).

3.- El Ministerio Fiscal, por escrito que tuvo en-
trada en este Tribunal el 28 de diciembre de 1989, realiza

sus alegaciones. Comienza sefialando gue la denuncia de
vulneracién del art. 24.1 de la Constitucidén no aparece jus-
tificada ya que su pretensién ha sido admitida a debate, ob-
jeto de contradiccién y ha recibido contestacidén razonada por
del dérgano judicial. Ello se ha producido tanto respecto de
la peticién de aumento del crédito, como de la interpretacidn

-
_é del plazo previsto por el art. 11 de la LSP, como respecto
j del ejercicio del derecho de informacién de este mismo pre-
§ cepto. La entidad actora "conocia la suspensidén con la ante-
i lacién suficiente para ejercer el derecho de informacién y
g examinar la documentacién y en consecuencia articular la
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impugnacién o integracién del crédito y si no lo hizo fue

TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL Unicamente por su falta de actividad", guedéandole en todo

caso la posibilidad de oponerse al convenio en el caso de que
se apruebe.

Por lo que respecta al agotamiento de la via ju-
dicial previa, entiende el Ministerio Fiscal que la LSP no
establece limite alguno a los recursos, con excepcién de

previsto por el art. 18. Parr. 2°; en consecuencia, el Auto

aplicacién de la regla general del art. 380 de la LEC.
todo caso, a su vez, cabrda recurso contra el Auto que apruepe
el convenio.

Concluye el Ministerio Fiscal solicitando [la
inadmisién de la demanda por concurrir las causas sehaladas
en su dia. /

4.- La representacién de la entidad actora, por
escrito que tuvo entrada en este Tribunal el 30 de diciembre
de 1989, realiza las alegaciones legalmente previstas. En-
tiende, en primer lugar, que el art. 12 de la LSP cierra t¢pda
posibilidad de recurso contra la resolucién impugnada en am-
paro. Por otro lado, no puede argumentarse que gquepa siempre
la accién declarativa ordinaria para reclamar un aumento| de

crédito ya que el acto lesivo es el Auto impugnado, no sus-
ceptible de recurso.

Por lo gue respecta a la segunda posible causa de
inadmisién, entiende la parte actora que hubiera sido mas
conveniente hacer referencia al art. 50.1.b), en lugar del

_i 50.1.c), de la LOTC. Posteriormente reitera en grandes lineas
7 los fundamentos de la demanda insistiendo en la posicidén de
§ indefensién que se le ha creado a la actora en el procedi-
i miento de suspensién de pagos, indefensién por otro 1lado

irreversible. Ello porque, por un lado, ya no es posible el
reconocimiento del derecho de informacién y de la cuantia del
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crédito dentro de la suspensién de pagos, y, por otro, aunque
puedan ejercitarse los derechos en un juicio plenario, la de-
negacién de informacidén obligaria a la actora "a ir a ciegas"
en dicho juicio, sin poderse fijar exactamente el importe del
crédito, con el riesgo de incurrir en pluspeticidén, y demds
consecuencias desfavorables que ello pueda acarrear.

II.- FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.— No concurre la primera de las causas (e
inadmisién puesta de manifiesto a la recurrente y al Ministe-

rio Fiscal en la providencia de 11 de diciembre de 1989, con-
sistente en no haberse agotado todos los recursos utilizablles

dentro de la via judicial conforme exige el articulo 44.1Ja)
de la Ley Orgdnica del Tribunal Constitucional (LOTC), cuyyo
incumplimiento constituye el motivo de inadmisidén previsto|en
el articulo 50.l1.a) de la citada Ley.

En efecto, como alega la sociedad recurrente y| se
indica en el propio Auto impugnado, contra una resolucién go-
bre peticién de aumento de crédito no cabe recurso alguho,
segin dispone el articulo 12, pdarrafo 22, de la Ley de Sus-
pensién de Pagos (LSP). E1 hecho de que el acreedor pueda re-
clamar en juicio ordinario el crédito que estima existente a
su favor, no le priva del derecho a interponer el recurso de
amparo, si dentro del proceso de suspensién de pagos se le
produce la lesién de un derecho fundamental en los términos y
con los requisitos que establece el articulo 44 de la LOTC.

Sequndo.— En cambio la demanda de amparo incide en
el supuesto de inadmisién previsto en el articulo 50.1.c) de
la LOTC, seqgln la redaccién dada a dicho precepto por la Ley
Orgdnica 6/1988, de 9 de junio, consistente en "que la deman

o,
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da carezca manifiestamente de contenido que justifique una
decisién sobre el fondo de la misma por parte del Tribunal
Constitucional”. Precisidén que es necesario hacer frente a la
alegacién de la recurrente sobre la improcedencia de sefialar
como causa de inadmisién la del articulo 50.1.c) cuando 1lo
procedente hubiera sido, de darse el supuesto de inadmisién
advertido, la cita del articulo 50.1.b), precepto que, efec-
tivamente, hacia referencia a la citada causa de inadmisién
pero que, en virtud de la modificacidén introducida en el gr-
ticulo 50 de la LOTC por la L.O. 6/1988, ha pasado a ser |el
actual apartado c) del articulo 50.1.

La discrepancia de la actora sobre la cuantia|de
los créditos reconocidos por la Comisién Interventora yj|el

aumento de crédito que solicita, es una cuestidén de legalidad
ordinaria que, como dice el Ministerio Fiscal en sus algga-
ciones, ha sido motivadamente resuelta por el Auto recurrido
Yy, por tanto, no es susceptible de ser revisada en amparo| por
este Tribunal que, como tantas veces se ha dicho, no es a
nueva instancia jurisdiccional, sino un remedio extraordina-
ria para la proteccidén de los derechos fundamentales conforme
a lo establecido en el articulo 53.2 de la Constitucidn |y en
los articulos 41 y siguientes de la LOTC.

Afirmado por el Auto recurrido que no se han|cum-

plido los requisitos del articulo 11 de la LSP para solicitar
el aumento del crédito y que no se ha justificado esta pre-
tensién; y afirmado también que "conforme al articulo 12 de
la LSP, los Interventores han presentado la lista definitiva
de acreedores, apareciendo con claridad los créditos de cada
uno de ellos, siendo los mismos indiscutidos...", estos he-
chos no pueden ser revisados por este Tribunal conforme dis-
pone el articulo 44.1.b) de la LOTC y, por tanto, la demanda
de amparo carece de contenido constitucional.

IfL
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En razén de lo expuesto, la Seccidén acuerda 1la
inadmisidén del presente recurso de amparo y el archivo de las

actuaciones.

Madrid, a veintinueve de enero de mil novecientos
noventa.
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